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En caso de resolución del Convenio, las partes quedan 
obligadas al cumplimiento de sus respectivos compromisos 
hasta la fecha en que ésta se produzca.

Novena. Resolución de conflictos.
Las partes se comprometen a resolver amigablemente 

cualquier diferencia que sobre el presente Convenio pueda 
surgir a través de la Comisión de Seguimiento. En el caso de 
no ser posible una solución amigable, se estará a lo estable-
cido en la cláusula décima.

Décima. Régimen jurídico.
El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, y en 

lo no dispuesto en el mismo, se estará a lo previsto en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía. Conforme a lo dispuesto en el 
artículo 4.1.c) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contra-
tos del Sector Público, queda excluido del ámbito de aplicación 
de dicha Ley, sin perjuicio de la aplicación de sus principios 
para resolver las dudas y lagunas que pudieran plantearse, tal 
como se establece en el apartado segundo del artículo 4 de la 
citada Ley.

El orden jurisdiccional contencioso-administrativo será el 
competente en el conocimiento de los eventuales litigios que 
surjan entre las partes en la ejecución o interpretación del pre-
sente Convenio. 

Y en prueba de conformidad, firman el presente Convenio 
de Colaboración por duplicado, en la fecha y el lugar señala-
dos en el encabezamiento.

Sevilla, 18 de marzo de 2011.- La Directora General,
María Sol Calzado García. 

 RESOLUCIÓN de 4 de marzo de 2011, de la Direc-
ción General de Industria, Energía y Minas, por la que 
se amplía la autorización como organismo de control 
de Gestión, Verificación e Inspecciones, S.A.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Reglamento de la Infraestructura para la 
Calidad y la Seguridad Industrial aprobado por Real Decreto 
2200/1995, de 28 de diciembre, y modificado por Real De-
creto 338/2010, de 19 de marzo, establece en su artículo 43 
que la autorización de actuación de los organismos de control 
acreditados corresponde al órgano competente de la comu-
nidad autónoma donde los organismos inicien su actividad o 
radiquen sus instalaciones. En su artículo 44 señala que los 
organismos de control están, asimismo, obligados a mante-
ner las condiciones y requisitos que sirvieron de base para su 
autorización, debiendo comunicar cualquier modificación de 
los mismos a la Administración que concedió la autorización, 
acompañada, en su caso, del informe o certificado de la enti-
dad de acreditación.

Segundo. Por Resolución de la Dirección General de In-
dustria, Energía y Minas de fecha 20 de noviembre de 2008 
se autorizó como organismo de control a la empresa Gestión, 
Verificación e Inspecciones, S.A., en ámbito reglamentario de 
reglamentación eléctrica: baja tensión. 

Tercero. Con fecha 24 de noviembre de 2010 ante la Con-
sejería de Economía, Innovación y Ciencia se solicita por don 
Jesús Lara Gaspar, en representación de la sociedad Gestión, 

Verificación e Inspecciones, S.A. (GEVINSA), con domicilio 
social en Cádiz, calle Ana de Viya, 7, edificio Proserpina, ofi-
cina 214, con número de identificación fiscal A-72096894, la 
ampliación de la autorización como organismo de control de 
manera que incluya el nuevo campo de aparatos elevadores 
y ascensores.

Cuarto. Gestión, Verificación e Inspecciones, S.A., es titu-
lar de la acreditación número OC-I/120, otorgada por la Enti-
dad Nacional de Acreditación (ENAC), con fecha de entrada en 
vigor el 19 de septiembre de 2008.

Quinto. Gestión, Verificación e Inspecciones, S.A., pre-
senta la documentación exigida en el artículo 7 del Decreto 
25/2001, de 13 de febrero, por el que se regulan las actuacio-
nes de los organismos de control en materia de seguridad de 
los productos e instalaciones industriales (BOJA núm. 21, de 
20 de febrero de 2001).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Las competencias que en esta materia corres-
ponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía están con-
templadas en su Estatuto de Autonomía, según lo indicado en 
el artículo 58.2.3 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, 
de reforma del Estatuto de Autonomía de Andalucía, que es-
tablece la competencia exclusiva en materia de industria salvo 
las competencias del Estado por razones de seguridad, sanita-
rias o de interés de la defensa. 

Segundo. La Dirección General de Industria, Energía y Mi-
nas es competente para dictar Resolución en virtud de lo pre-
visto en el artículo 2.2 del Real Decreto 1091/1981, de 24 de 
abril, sobre traspaso de competencias, funciones y servicios 
del Estado en materia de Industria, Energía y Minas, así como 
el Anexo A, punto I, apartado 3, del Real Decreto 4164/1982, 
sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración 
del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia 
de Industria, Energía y Minas, en relación con el artículo 4 del 
Decreto del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, y Decreto 
134/2010, de 13 de abril, por el que se regula la estructura 
orgánica de la Consejería de Economía, Innovación y Ciencia.

Tercero. En la documentación presentada, se acredita que 
la empresa cumple con las exigencias establecidas en la regla-
mentación que le es de aplicación: Real Decreto 2200/1995, 
de 28 de diciembre, que aprueba el Reglamento de la infraes-
tructura para la calidad y la seguridad industrial (modificado 
por Real Decreto 338/2010), y Decreto 25/2001, de 13 de 
febrero, por el que se regulan las actuaciones de los organis-
mos de control en materia de seguridad de los productos e 
instalaciones industriales.

Cuarto. En la tramitación del expediente se han cumplido 
todos los requisitos reglamentarios. Vistos los preceptos lega-
les citados y demás de general aplicación,

R E S U E L V O

Primero. Ampliar la autorización concedida a la empresa 
Gestión, Verificación e Inspecciones, S.A., como organismo de 
control incluyendo la realización de inspecciones periódicas en 
el campo reglamentario de aparatos elevadores: ascensores 
con el alcance recogido en el anexo técnico vigente de la acre-
ditación OC-I/120.

Segundo. La entidad autorizada deberá cumplir con lo 
establecido en el Real Decreto 2200/1995, de 28 de diciem-
bre, y en el Decreto 25/2001, de 13 de febrero, por el que se 
regulan las actuaciones de los organismos de control en mate-
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ria de seguridad de los productos e instalaciones industriales, 
comunicando cualquier modificación de las condiciones que 
dieron lugar a esta autorización, así como aportar, en los so-
portes que en cada caso se establezcan, los informes y reque-
rimientos complementarios que se soliciten por los servicios 
de industria para el mejor funcionamiento en su relación con 
la Comunidad Autónoma.

Tercero. De acuerdo con el artículo 43.4 del Reglamento 
aprobado por el Real Decreto 2200/1995, de 28 de diciem-
bre –redacción del Real Decreto 338/2010–, las resoluciones 
de autorización concedidas por los órganos competentes de 
las comunidades autónomas deberán ser publicadas en el 
«Boletín Oficial del Estado». La autorización tendrá vigencia 
indefinida, sin perjuicio de que pueda ser suspendida o revo-
cada, además de en los casos contemplados en la legislación 
vigente, cuando lo sea la acreditación. 

Cuarto. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 del 
Decreto 25/2001, de 13 de febrero, por el que se regulan las 
actuaciones de los organismos de control en materia de se-
guridad de los productos e instalaciones industriales, las re-
soluciones de autorización concedidas también deberán ser 
publicadas en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía 
administrativa, se podrá interponer recurso de alzada, ante 
el Excmo. Sr. Consejero de Innovación, Ciencia y Empresa, 
en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente al 
de su notificación, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 114.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, en la redacción dada por la 
Ley 4/1999, de 13 de enero.

Sevilla, 4 de marzo de 2011.- La Directora General, Eva 
María Vázquez Sánchez. 

 CONSEJERÍA DE OBRAS PÚBLICAS Y VIVIENDA

RESOLUCIÓN de 24 de marzo de 2011, de la De-
legación Provincial de Almería, por la que se acuerda la 
aprobación inicial de la formulación del Plan Especial 
para la Explotación de la Concesión Minera «Merce-
des 1.ª Fracción», núm. 39.798/1, en el t.m. de Gádor
(Almería).

Visto el proyecto de instalación para la explotación de la 
concesión minera «Mercedes 1.ª Fracción», núm. 39.798/1, 
en el término municipal de Gádor (Almería), presentado por 
«Holcim España, S.A.», como titular de la instalación, se dicta 
la presente Resolución conforme a los siguientes

A N T E C E D E N T E S 

Primero. Con fecha 28 de junio de 2010 tuvo entrada en 
esta Delegación Provincial solicitud presentada por «Holcim 
España, S.A.», atinente al Plan Especial para la Explotación de 
la Concesión Minera «Mercedes 1.ª Fracción», núm. 39.798/1, 
en el término municipal de Gádor (Almería), a los efectos de su 
formulación y tramitación. 

Segundo. El presente Plan Especial tiene por objeto repro-
duciendo literalmente lo expuesto en el mismo: «la intención 
de regularizar la situación urbanística de la concesión y que 
además sirva de base para la autorización de la próxima pri-
mera prórroga de la concesión»; la citada concesión minera 

fue otorgada el 29 de marzo de 1989 por plazo de 30 años re-
novables por periodos de 30 años con un máximo de 90 años. 
Todo ello para obtener mediante la formulación, tramitación y 
aprobación definitiva del Plan Especial la preceptiva licencia 
municipal que habilite el desarrollo de la concesión minera de 
referencia.

Tercero. Con fecha 12 de julio de 2010 se emite informe 
por el servicio de Urbanismo de la Delegación Provincial de 
Obras Públicas y Vivienda, en el que se observa el cumpli-
miento de los requisitos que el Capítulo V del Título I de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía (LOUA), preceptúa que han de cumplir las actuacio-
nes de Interés Público en terrenos con el régimen de suelo no 
urbanizable, con el siguiente tenor:

«Concurren los requisitos, objeto, usos y determinaciones 
del art. 42.1 LOUA, así como el carácter excepcional a que 
alude el art. 13.1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo (R.D.L. 
2008/1260), considerándose respecto al art. 57.1 LOUA, un 
acto adecuado y proporcionado al uso a que se vincula.

Por lo expuesto, este Servicio propone su aprobación inicial.»

Cuarto. Con fecha 14 de julio de 2010 se formula requeri-
miento a la entidad de referencia solicitándole Estudio de Im-
pacto Ambiental con el contenido recogido en el Anexo II de la 
Ley GICA.

Quinto. Con fecha 24 de noviembre de 2010 tiene en-
trada en la Delegación Provincial de Obras Públicas y VIvienda 
el Estudio de Impacto Ambiental con el contenido recogido en 
el Anexo II de la Ley GICA atinente al Plan Especial de refe-
rencia.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I. Corresponde al Delegado Provincial de Obras Públicas 
y Vivienda la formulación, acordando la aprobación inicial, del 
presente Plan especial en suelo no urbanizable en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 31.2.A).a) de la Ley 7/2002, de 17 
de diciembre, y en el artículo 14.2.e) del Decreto 525/2008, 
de 16 de diciembre, por el que se regula el ejercicio de las 
competencias de la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo.

II. En virtud del artículo 13.2.c) del Decreto 525/2008, 
de 16 de diciembre, corresponde a la Comisión Provincial de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo: «Resolver sobre la apro-
bación definitiva, en todos los municipios, de los Planes de 
Sectorización y sus innovaciones cuando afecten a la ordena-
ción estructural, de los Proyectos de Delimitación de Suelo Ur-
bano, y de los Planes Especiales que sean competencia de la 
Administración de la Junta de Andalucía para la implantación 
de actuaciones de interés público en terrenos que tengan el 
régimen de suelo no urbanizable, cuyo interés supramunicipal, 
referido a la ordenación urbanística, esté debidamente justifi-
cado, y su ámbito territorial se encuentre dentro de los límites 
de su competencia, en aplicación de los artículos 31.2.B).a), 
42.3 y disposición transitoria séptima de la Ley 7/2002, de 17 
de diciembre».

III. La tramitación del presente Plan Especial se ajusta al 
procedimiento previsto en el artículo 32 de la LOUA, cohones-
tado con lo dispuesto en los artículos 14, 42 y 43 del mismo 
cuerpo legal.

IV. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 42.1 de 
la LOUA la presente actuación se considera de interés público 
al tratarse de una actividad de intervención singular, de pro-
moción privada, en la que concurren los requisitos de utilidad 
pública al amparo de lo preceptuado en el artículo 105.2 de la 
Ley 22/1973, de Minas: «El otorgamiento de una concesión 


